
§ffiár§z
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL I flIlill|ililil L lil

EXP, N,' 0I445-20 I8,PHC/TC
AMAZONAS
LEUDAN CHUQUIPA T-ÓPBZ

SENTENCIA INTERLOCU'I'ORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

V

^suNt 
o

Rccu¡so dc agravio conslilucio¡al interpuesto por don Ángel I-lomcro Angulo Rojas
abogado de don Leudan Chüquipa López contra la rcsolución de fojas 164, dc 13 dc

marzo de 2018, expedida por la Sala Penal de Apelaciones de Chachapoyas de la Corte
Superior de Justicia de Amazonas que declaró improcedente la demanda de raáedr
corp¡r.t de autos.

I.'UNDAI{ENTOS

En la sentencia emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC, publicada en el

dia¡io oiicial El Peruano el 29 dc agosto de 2014, cstc Tribunal establcció, en el

fündamcnto 49, con carácter de precede¡te, que sc expcdirá scntencia
interlocuto¡ia denegabria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de

los siguientes supüestos, que igualmente están contenidos en el articulo I I del
Rcglamcnto Normativo del Tribunal ConstitucioDall

t-ima. l5 dc octubre de 2018

c)

d)

arezca de Iundamentación la supüesta vulneración que se invoqüe.
La cüestión de Derecho contenida e¡ el recurso no sea de espeoial
trascc¡dencia constitucional.
La cuestión de De¡echo invocada contradiga un preccdente del Trjbunal
Conslitucional.
Se haya decidido de manera desestimato¡ia en casos süstancialmente iguales.

En csle caso. el recuaente solicita la nulidad de la sentencia de 20 de octubrc dc
2016, quc condcnó al favorccido como autor del delito contra el pal¡imonio, robo
agravado y se le impuso treinia y cinco años de pena privativa dc libcrtad; la
¡ulidad de la sentencia revisora de 16 de mayo de 2017, que confi¡ma la
scntcrcia condcratoria; y Ia nülidad del auto de caliñcación del ¡ecu¡so dc
casación de 29 de setiembre de 2017 que declaró inadmisible cl rccurso de
casación; cn consecuencia, solicita que se disponga su inmediata
liberlad.(lixpediente 046-2015-JPCSA/082 201 7-32-01 0I -SP-PIi -01/'7 4'7 -2011)

Ill lccünenle alega qüe l) que su inculpado don Ramón Rcvjlla Mendoza acepti)
habcr participado en el robo y devolvió ci dinc¡o robado; 2) que dicha persona tlc
conclcnado a 12 años de pena privativa de la iibertad, cn luga¡ de la pena de
cadcna pcrpetua, porque negoció su condena al someterse a la conclusjo¡
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anticipada del jüicio oral; 3) que por el dicho de su coacusado es que el

dcmanda¡tc fue condenado;4) que el certificado médico legal ¡o ha sido objeto
dc debate; y 5) que las sentencias no han motivado sobre la gravedad dcl hccho
imputado.

Sobre el particular, el T bunal Conslitucional ha señalado que la valoración de

los hechos, de las prucbas y su suficiencia cn el proceso pcnal; así como la
dctcmrinación de la responsabilidad penal, la tipificación del delito o el

dctcrminar quantum de la pena impuesta conforne a los límites mínimos o
máxinms establecidos eD el Código Penal, son competencias asignadas a la
judicatura ordinaria.

Dn consecL¡cncia, se ve¡itlca que el presente recurso de agravio ha incur¡ido en la
causal dc rcchazo prcvista en cl acápitc b) dcl fundamcnto 49 dc la sentenc¡a
er¡iticla en el Expediente 00987 2014 I'A/TC y en el inciso b) del artículo I I dcl
Reglamento Non¡ativo del T¡ibunal Constifucio¡al. Por esta razón, corresponde
dcclamr, sin más trámitc, improccdcntc cl rccurco dc agravio constitucional.

Por estos fundamcntos, cl T¡ibunal Co¡stitucional, con la autoridad que le confiere la
Constitución Política dcl Pcru, y la pañicipación del magistrado Espinosa Saldaña
Barrcra, convocado para dirimir la disco¡dia suscitada por el voto singular del
magistr¿do Ferero Costa,
Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Ba¡¡era.

RESUIt-Y¡]

Declarar INIPROCEDE¡"'t-E el ¡ecurso de ag¡avio constitucional porque la cuestión de
Dcrccho conlc ida crl cl rccürso carece de especial trascendenoia constifucional.
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Aqui ha quedado plenamente acreditado que el recurso de agravio conslitucional no
encuenlra respaldo en el contcnido const;lucionaltnente protegido de los dcrcchos
¡lvocados por la pafe demandante. Siendo así, sc verifica que se ha incurrido e¡ la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida
en el Expcdiente 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del articulo ll del
Reglamento Normativo del l ribunal Constitucional.

2. Ahora bien, encuentro que Ia redacción del proyecto no es lo sufic;entemente clara
para explicar las razones por las cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carece
de especial trascendencia constitucional. conforme Ias pautas cstablccidas por este
'fribunal.

.1. Iirr efecto. tal como ha dcsarrollado este Tribunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia. al momento de emitir una sentencia interlocutoria, luego dc haccr
mcnción a las causales de improcedencia Iiminar recogidas en el fundamento,l9 dc
"Vásq!¡ez Romero", corresponde rctirirse c¡ fon¡a clara, ordenada y detallada a la
causal especifica en la cual habría ¡lcurrido el recurso planteado. así como cumplir
con explioar cuáles son los alcances de la causal utilizada.

4. De este modo, la exposición de Ias razoncs por las cuales el recurso incurre en una
causal detenninada no solo adquierc mayor claridad, sino tambió¡ se le otorga un
adecuado ordcn lógico a los argumentos que fi¡ndamentan lo resuelto en el caso.
Dichas cualidades son las que se espera quc tenga una decisión tomada por eslc
Tribunal, en tanto se trata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan
relevante como lo cs la tutela de derechos fündamentales.

ESPINoSA-SALDAÑA BARRERA

Loqüa
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FUNDAMENTo DE voTo DEL MAGISTRA.Do EsplNosA-SALDAñA
BARRDRd

Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesario señalar Io siguiente:
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EL TRTBUNAL CoNSTITUCTONAL coMo coRrÉ DE REvrsróN o nal,|"o y No DE
CASACIóN

La Constituciór de 1979 creó el Tribural de Garantias Conslilucionales como
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirtió al Tibunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por pr;mcra vez en nuestra historic
constitucional, dispuso la creación de un órgano dd ¿oc, independienle del Podc¡
Judicial, con la ta¡ca de garanlizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La Lcy fturd¿unental dc 1979 estableció que el Tribunal de Gamnfías
Constitucionales era un órgano de control de Ia Constitución, que tenia jurisdicción
en todo el teritorio nacionai para conocer, en .ríct de casac¡ófi, d,elos herbeat corpu:t
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para fallar en forma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como atnenaza o lesión a ios
Jerechos recont,ciJo. en la Constitu(ión.

J. En ese sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garanrias
Constitucionales, vigcDte en ese momento, estableció, en sus artículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en tbrma errada o ha incurrido cn graves vicios procesales en la
tramit¿ción y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señala¡ la deficie¡cia, devolverá los actuados a la Co11e Suprema de Justicia de la
República (recnvío) para que emita nuevo fallo siguiendo sus lineamienros,
procedimiento quc, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. El modelo de tutela ante amenazas y vulne¡ación de derechos 1üe scriamenre
modiicado cn la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecadsmos dc tutela de dos a cuatro, a sabet, habeas corpus, ampato, habeas data
y acción de cumplimie[to. En scgundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
calillca er¡óncamente como "ó¡ga¡o de control de la Constitución,'. No obstante, en

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me olorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para expresar respetuosamente
q!¡e disiento del precedcntc vinculante establecido en la Sentencia 0098'7-2014-P NTC,
SENTENCIA INTERLOCUTORL\ DENEGAIORIA, por los 1ündamentos que a
continuación expongo:
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materia de procesos constitr¡cionales de la libe¡1ad, la Constitución estabiece que el
T bu1al Constitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Politica dcl Perú, en su aúículo 202, inciso 2,
prcscribe que coresponde al Triburlal Constitucional "conocer, efi últ¡ma y
definitita ihslenciat, las resoluciones denegafor¡as dicladas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas dala y acc¡ófi de cumplímiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de lianca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravend a mandatos esenciales de la Constitución, coltlo son el principio de
defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad como ñrr supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la obseryanc¡ct del tlebido proceso y tutela
jur¡sd¡cciondl- Ninguna persofia puede ser desviada de la jurisdiccíón
predefermü1ada por l.! ley, ni sometida a ptocedim¡ento disfinto de los prc1)iamente
establecidos, ni jüzgada por órganos jurisdiccioúales de excepc¡ón n¡ por
comisiones especiales creadas dl elecÍo cualquíera sea su denominación',,
consagrada en el allículo 139, inciso 3.

6. Como se advierte, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instancia constilucional t:cne luga¡ por la via d.l ccltiorari
(Suprema Corte de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Comtituyente optó por
un órgano supremo de inte¡prctación de la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos de la libeftad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su dorecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesión de un derecho fundamental, se
debe abrir la vía corespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
:nalisis de 16 q¡g 5g ¡retcndc. de lo que se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como concretización de su derecho
irrenunciable a la defensa: además, un Tribunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de de1énsa de los derechos fundamentales fiente a los poderes
públicos y p vados, lo cual evidencia cl tdunfo de la justicia liente a la
arbitra edad.

EL DERECtlo A sf,R oiDo collo ]TTANtFESTACTóN DE L^ DEN|ocRATIzACIó¡i DL r,os
PRocESos CoNS'IIr ucro¡-aLrs DE LA Lltsf,RTlrD

8. La administracióD de justicia constitucional de la libertad que brinda cl Tribunal
Constitr¡cional, desdc su creación, es respetuosa, como corrcsponde, del derecho de
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9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una ¡esolución constitucional
sin rcalizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es
efectiva cuando el justiciable y sus abogados pueden exponet, de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concrctándose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sob¡e la inteñ,ención de las partes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de admi¡istrar juslicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto aespeto de los dc¡echos inherentes a todo ser humano, lo que
incluyc el derecho a ser oído co¡ las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento quc
democratiza cl proceso. De lo contrario, se decidi a sobre la esfera de interés de
una peNona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaria
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el deber
iteludiblc de oplimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
a¡gumentos que justifican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se
legitima no por ser un t bunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresa¡ de modo suficiente 1as razones de derecho y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

12. En ese sentido, la Corte lnteramericana de Derechos Humanos ha establecido que el
de¡echo de defensa "obliga al Estad(, a tratar al ¡ndfuiduo en todo moñento como
un verdddero sujeto del proceso, en el ncis amllio sentido dr es¡e concepto, y no
simplemefite como ob¡eto del mísmot') , y qoe ttptlra que exista debido proceso legal
es preciso que un justic¡able pueda hacer yaler sus derechos y defender sus
interescs en^formu ¿fecliva y ¿n cond¡ciones de igualdad procesal con otros
¡u\¡it'ioh/Pt"'

I Corte IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela. sentencia del 17 de noviembre de 2009-
pá(a1b 29.

' Co.t" IDH. Caso llilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párrafo 146.

WI

defénsa inherente a toda persona, cuya marifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se

delerminen sus de¡echos, intereses y obligaciones.
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NATURALEZ^ PRocESAL DEL RECuRso DE AGRAylo CoNSTrrucroNAr,

13. EI modelo dc "instancia de Iallo" plasmado en la Constitución no puede ser
desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposiciones. Dicho l'ribunal es su inlérprete supremo, pero no su refomador, loda
vez que como órgano constiluido también está sometido a la Constitución.

l¿l- Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libertad la dcnominada
"sentencia interiocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia j uridica, ya que el T bunal Constitucional no tiene compcrcnci¡
para "revisar" ni mucho menos "recalificar" el recL¡rso de agravio constilücional.

15. De conformidad con los articulos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucio[al no "concede" el recurso. Bsta es una competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al T¡ibtuul lo que le corresponde es conoce¡ del
RAC y pronunciarse sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recuNo, sino por el contrario de "conocer', lo que la parle alega
como Lrn agravio que le causa indefensió¡.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación lórmuias imp¡ecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de Ios casos,
requiere ser aclarado, justiñcado y conc¡etado en supuestos especílicos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no deñnirlo, ni justificario,
convierte cl empleo de Ia precitada sentencia en a¡bitra¡io, toda vez que se pod a
afectar, entre otaos. el de¡echo fundame¡tal de dcfensa, en su manifestación de ser
oido con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibiiidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendrían que adivinar qué resolvcrá el T bunal Constitucional antes de presentar su
¡espectiva demanda.

17. Por Io dcmás, zatdtis mutafidis, el precedente vinculante conlenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como cn el caso Luis Srinchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Dcl mismo modo, constituye una reañtmación de la naturaleza
procesal de los procesos co¡stitucionales de la libefiad (supleto edad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucioral liquido y
cicfio, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libcrtad sean de
una natu¡aleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pucda desvirtuar la esencia principal del recuaso de agravio
constitucional
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19. Por tanto, si se tiene en cuenta que la justicia cn sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favor de que en el prcsente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el T¡ibunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchat a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no eflcuentra¡ justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la via constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción intemacional de protección de de¡echos
humanos.

20. Cotno afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho dc uno es. al mismo
tiempo, una defensa total de la Constjtución, pues si toda gaÉntia constitucioral
entraña el acceso a Ia prestación jurisdiccional, cada cual al delender su derecho
está del¿ndiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sir Ia protección.judicial auténtica".
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